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POR TANTO: 

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los quince 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

1692078-26

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1452

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

Que, el Congreso de la República, mediante 
Ley N° 30823, ha delegado en el Poder Ejecutivo la 
facultad de legislar en materia de gestión económica 
y competitividad, de integridad y lucha contra la 
corrupción, de prevención y protección de personas 
en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, por un plazo 
de sesenta (60) días calendario; 

Que, en ese sentido, el literal c.1) del inciso 5, recogido 
en el artículo 2 del citado dispositivo legal, establece 
la facultad de legislar en materia de modernización del 
Estado, con el fin de simplificar trámites administrativos, 
mediante la modificación de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General;

Que, de conformidad con lo establecido el literal c) del 
inciso 5, del artículo 2 de la Ley Nº 30823 y el artículo 104 
de Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA LA 

LEY Nº 27444, LEY DEL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO GENERAL

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto Legislativo tiene por objeto 

modificar la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General. 

Artículo 2. Modificación de los numerales 20.1 
y 20.4 del artículo 20, los numerales 34.1 y 34.2 del 
artículo 34, el artículo 36, el artículo 36-A, el artículo 
36-B, los numerales 37.1, 37.2 y 37.4 del artículo 37, 
los numerales 38.1, 38.3, 38.5, 38.7 y 38.8 del artículo 
38, numeral 44.2 del artículo 44, el numeral 45.1 del 
artículo 45, el numeral 48.2 del artículo 48, el numeral 
49.1 del artículo 49, el artículo 49-A, los numerales 
202.3 y 202.5 del artículo 202, el numeral 2 del artículo 
233-A, el artículo 237-A de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General.

Modifíquense los numerales 20.1 y 20.4 del artículo 
20, los numerales 34.1 y 34.2 del artículo 34, el artículo 
36, el artículo 36-A, el artículo 36-B, los numerales 37.1, 
37.2 y 37.4 del artículo 37, los numerales 38.1, 38.3, 38.5, 
38.7 y 38.8 del artículo 38, el numeral 44.2 del artículo 44, 
el numeral 45.1 del artículo 45, el numeral 48.2 del artículo 
48, el numeral 49.1 del artículo 49, el artículo 49-A, los 
numerales 202.3 y 202.5 del artículo 202, el numeral 2 del 
artículo 233-A, el artículo 237-A de la Ley Nº 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General.

“Artículo 20. Modalidades de notificación

20.1 Las notificaciones son efectuadas a través de las 
siguientes modalidades, según este respectivo orden de 
prelación:

(…)

20.1.3 Por publicación en el Diario Oficial o en uno de 
los diarios de mayor circulación en el territorio nacional, 
salvo disposición distinta de la ley. Adicionalmente, la 
autoridad competente dispone la publicación del acto 
en el respectivo Portal Institucional, en caso la entidad 
cuente con este mecanismo.

(…)

20.4. El administrado interesado o afectado por el acto 
que hubiera consignado en su escrito alguna dirección 
electrónica que conste en el expediente puede ser 
notificado a través de ese medio siempre que haya dado 
su autorización expresa para ello. Para este caso no es de 
aplicación el orden de prelación dispuesto en el numeral 
20.1.

La notificación dirigida a la dirección de correo 
electrónico señalada por el administrado se entiende 
válidamente efectuada cuando la entidad reciba la 
respuesta de recepción de la dirección electrónica 
señalada por el administrado o esta sea generada en 
forma automática por una plataforma tecnológica o 
sistema informático que garantice que la notificación ha 
sido efectuada. La notificación surte efectos el día que 
conste haber sido recibida, conforme lo previsto en el 
numeral 2 del artículo 25.

En caso de no recibirse respuesta automática de 
recepción en un plazo máximo de dos (2) días hábiles 
contados desde el día siguiente de efectuado el acto de 
notificación vía correo electrónico, se procede a notificar 
por cédula conforme al inciso 20.1.1, volviéndose a 
computar el plazo establecido en el numeral 1 del artículo 
24 de la presente ley.

Para la notificación por correo electrónico, la autoridad 
administrativa, si lo considera pertinente, puede emplear 
firmas y certificados digitales conforme a lo estipulado en 
la ley de la materia.

La entidad que cuente con disponibilidad tecnológica 
puede asignar al administrado una casilla electrónica 
gestionada por esta, para la notificación de actos 
administrativos, así como actuaciones emitidas en el 
marco de cualquier actividad administrativa, siempre que 
cuente con el consentimiento expreso del administrado. 
Mediante decreto supremo del sector, previa opinión 
favorable de la Presidencia del Consejo de Ministros 
y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, puede 
aprobar la obligatoriedad de la notificación vía casilla 
electrónica.

En ese caso, la notificación se entiende válidamente 
efectuada cuando la entidad la deposite en el buzón 
electrónico asignado al administrado, surtiendo efectos el 
día que conste haber sido recibida, conforme a lo previsto 
en el numeral 2 del artículo 25.

Asimismo, se establece la implementación de la 
casilla única electrónica para las comunicaciones y 
notificaciones de las entidades del Estado dirigidas a los 
administrados. Mediante Decreto Supremo refrendado 
por la Presidencia del Consejo de Ministros se aprueban 
los criterios, condiciones, mecanismos y plazos para la 
implementación gradual en las entidades públicas de la 
casilla única electrónica.”

“Artículo 34. Procedimientos de evaluación previa 
con silencio negativo

34.1 Excepcionalmente, el silencio negativo es 
aplicable en aquellos casos en los que la petición del 
administrado puede afectar significativamente el interés 
público e incida en los siguientes bienes jurídicos: la salud, 
el medio ambiente, los recursos naturales, la seguridad 
ciudadana, el sistema financiero y de seguros, el mercado 
de valores, la defensa comercial, la defensa nacional y 
el patrimonio cultural de la nación, así como en aquellos 
procedimientos de promoción de inversión privada, 
procedimientos trilaterales, procedimientos de inscripción 
registral y en los que generen obligación de dar o hacer 
del Estado y autorizaciones para operar casinos de juego 
y máquinas tragamonedas. 

La calificación excepcional del silencio negativo 
se produce en la norma de creación o modificación del 
procedimiento administrativo, debiendo sustentar técnica 
y legalmente su calificación en la exposición de motivos, 
en la que debe precisarse la afectación en el interés 
público y la incidencia en alguno de los bienes jurídicos 
previstos en el párrafo anterior.
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Por Decreto Supremo, refrendado por el Presidente 
del Consejo de Ministros, se puede ampliar las materias en 
las que, por afectar significativamente el interés público, 
corresponde la aplicación de silencio administrativo 
negativo.

34.2 Asimismo, es de aplicación para aquellos 
procedimientos por los cuales se transfiera facultades de 
la administración pública.

(…)

“Artículo 36.- Legalidad del procedimiento

36.1 Los procedimientos administrativos y requisitos 
deben establecerse en una disposición sustantiva 
aprobada mediante decreto supremo o norma de mayor 
jerarquía, por Ordenanza Regional, por Ordenanza 
Municipal, por Resolución del titular de los organismos 
constitucionalmente autónomos. 

En el caso de los organismos reguladores estos 
podrán establecer procedimientos y requisitos en ejercicio 
de su función normativa. 

Los organismos técnicos especializados del 
Poder Ejecutivo pueden establecer procedimientos 
administrativos y requisitos mediante resolución del 
órgano de dirección o del titular de la entidad, según 
corresponda, para lo cual deben estar habilitados por 
ley o decreto legislativo a normar el otorgamiento o 
reconocimiento de derechos de los particulares, el ingreso 
a mercados o el desarrollo de actividades económicas. El 
establecimiento de los procedimientos y requisitos debe 
cumplir lo dispuesto en el presente numeral y encontrarse 
en el marco de lo dispuesto en las políticas, planes y 
lineamientos del sector correspondiente.

36.2 Las entidades realizan el Análisis de Calidad 
Regulatoria de los procedimientos administrativos a su 
cargo o sus propuestas, teniendo en cuenta el alcance 
establecido en la normativa vigente sobre la materia.

36.3 Los procedimientos administrativos deben ser 
compendiados y sistematizados en el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos, aprobados para cada 
entidad, en el cual no se pueden crear procedimientos 
ni establecer nuevos requisitos, salvo lo relativo a la 
determinación de los derechos de tramitación que sean 
aplicables de acuerdo a la normatividad vigente. 

36.4 Las entidades solamente exigen a los 
administrados el cumplimiento de procedimientos, la 
presentación de documentos, el suministro de información 
o el pago por derechos de tramitación, siempre que 
cumplan con los requisitos previstos en el numeral 
anterior. Incurre en responsabilidad la autoridad que 
procede de modo diferente, realizando exigencias a los 
administrados fuera de estos casos.

36.5 Las disposiciones concernientes a la eliminación 
de procedimientos o requisitos o a la simplificación de los 
mismos pueden aprobarse por Resolución Ministerial, 
por Resolución de Consejo Directivo de los Organismos 
Reguladores, Resolución del órgano de dirección o 
del titular de los organismos técnicos especializados, 
según corresponda, Resolución del titular de los 
organismos constitucionalmente autónomos, Decreto 
Regional o Decreto de Alcaldía, según se trate de 
entidades dependientes del Poder Ejecutivo, Organismos 
Constitucionalmente Autónomos, Gobiernos Regionales o 
Locales, respectivamente.

36.6 Los procedimientos administrativos, incluyendo 
sus requisitos, a cargo de las personas jurídicas bajo 
el régimen privado que prestan servicios públicos o 
ejercen función administrativa deben ser debidamente 
publicitados, para conocimiento de los administrados.”

“Artículo 36.-A. Procedimientos Administrativos 
estandarizados obligatorios.

36-A.1 Mediante decreto supremo refrendado por 
la Presidencia del Consejo de Ministros se aprueban 
procedimientos administrativos y servicios prestados en 
exclusividad estandarizados de obligatoria aplicación 
por las entidades competentes para tramitarlos, las 
que no están facultadas para modificarlos o alterarlos. 
Las entidades están obligadas a incorporar dichos 
procedimientos y servicios estandarizados en su 
respectivo Texto Único de Procedimientos Administrativos 
sin necesidad de aprobación por parte de otra entidad. 
Las entidades solo podrán determinar: la unidad de 

trámite documentario o la que haga sus veces para dar 
inicio al procedimiento administrativo o servicio prestado 
en exclusividad, la autoridad competente para resolver 
el procedimiento administrativo y la unidad orgánica a la 
que pertenece, y la autoridad competente que resuelve 
los recursos administrativos, en lo que resulte pertinente.

(…)

“Artículo 36-B. Vigencia indeterminada de los 
títulos habilitantes 

Los títulos habilitantes emitidos tienen vigencia 
indeterminada, salvo que por ley o decreto legislativo se 
establezca un plazo determinado de vigencia. Cuando 
la autoridad compruebe el cambio de las condiciones 
indispensables para su obtención, previa fiscalización, 
podrá dejar sin efecto el título habilitante.

Excepcionalmente, por decreto supremo, se establece 
la vigencia determinada de los títulos habilitantes, para 
lo cual la entidad debe sustentar la necesidad, el interés 
público a tutelar y otros criterios que se definan de acuerdo 
a la normativa de calidad regulatoria. 

“Artículo 37. Contenido del Texto Único de 
Procedimientos Administrativos

37.1 Todas las entidades elaboran y aprueban o 
gestionan la aprobación, según el caso, de su Texto Único 
de Procedimientos Administrativos, el cual comprende:

(…)
8. Los formularios que sean empleados durante la 

tramitación del respectivo procedimiento administrativo, 
no debiendo emplearse para la exigencia de requisitos 
adicionales.

La información complementaria como sedes de 
atención, horarios, medios de pago, datos de contacto, 
notas al ciudadano; su actualización es responsabilidad 
de la máxima autoridad administrativa de la entidad que 
gestiona el TUPA, sin seguir las formalidades previstas en 
los numerales 38.1 o 38.5 de la presente ley. 

La Presidencia del Consejo de Ministros, mediante 
Resolución de la Secretaría de Gestión Pública, 
aprueba el Formato del Texto Único de Procedimientos 
Administrativos aplicable para las entidades previstas en 
los numerales 1 al 7 del artículo I del Título Preliminar de 
la presente ley.

37.2 El TUPA también incluye la relación de los 
servicios prestados en exclusividad, entendidos como 
las prestaciones que las entidades se encuentran 
facultadas a brindar en forma exclusiva en el marco de su 
competencia, no pudiendo ser realizadas por otra entidad 
o terceros. Son incluidos en el TUPA, resultando aplicable 
lo previsto en los numerales 2, 5, 6, 7 y 8 del numeral 
anterior, en lo que fuera aplicable.

(…)
37.4 Para aquellos servicios que no sean prestados 

en exclusividad, las entidades, a través de Resolución 
del Titular de la entidad establecen la denominación, 
la descripción clara y taxativa de los requisitos y sus 
respectivos costos, los cuales deben ser debidamente 
difundidos para que sean de público conocimiento, 
respetando lo establecido en el Artículo 60 de la 
Constitución Política del Perú y las normas sobre 
represión de la competencia desleal”.

“Artículo 38.- Aprobación y difusión del Texto 
Único de Procedimientos Administrativos

38.1 El Texto Único de Procedimientos Administrativos 
(TUPA) es aprobado por Decreto Supremo del sector, por 
Ordenanza Regional, por Ordenanza Municipal, o por 
Resolución del Titular de organismo constitucionalmente 
autónomo, según el nivel de gobierno respectivo.

(…)
38.3 El TUPA y la disposición legal de aprobación o 

modificación se publica obligatoriamente en el portal del 
diario oficial El Peruano. Adicionalmente se difunde a 
través de la Plataforma Digital Única para Orientación al 
Ciudadano del Estado Peruano y en el respectivo Portal 
Institucional de la entidad. La publicación en los medios 
previstos en el presente numeral se realiza de forma 
gratuita.

(…)



121NORMAS LEGALESDomingo 16 de setiembre de 2018
 El Peruano /

38.5 Una vez aprobado el TUPA, toda modificación 
que no implique la creación de nuevos procedimientos, 
incremento de derechos de tramitación o requisitos, se 
debe realizar por Resolución Ministerial del Sector, o por 
resolución del titular del Organismo Autónomo conforme 
a la Constitución Política del Perú, o por Resolución 
de Consejo Directivo de los Organismos Reguladores, 
Resolución del órgano de dirección o del titular de los 
organismos técnicos especializados, según corresponda, 
Decreto Regional o Decreto de Alcaldía, según el nivel de 
gobierno respectivo. En caso contrario, su aprobación se 
realiza conforme al mecanismo establecido en el numeral 
38.1. En ambos casos se publicará la modificación según lo 
dispuesto por los numerales 38.2 y 38.3 de la presente ley.

(…)
38.7 En los casos en que por Ley, Decreto Legislativo 

y demás normas de alcance general, se establezcan o se 
modifiquen los requisitos, plazo o silencio administrativo 
aplicables a los procedimientos administrativos, las 
entidades de la Administración Pública están obligadas 
a realizar las modificaciones correspondientes en 
sus respectivos Textos Únicos de Procedimientos 
Administrativos en un plazo máximo de sesenta (60) días 
hábiles, contados a partir de la entrada en vigencia de 
la norma que establece o modifica los requisitos, plazo 
o silencio administrativo aplicables a los procedimientos 
administrativos. Si vencido dicho plazo, la entidad no 
ha actualizado el TUPA incorporando el procedimiento 
establecido o modificado en la normatividad vigente, 
no puede dejar de emitir pronunciamiento respecto al 
procedimiento o prestar el servicio que se encuentre 
vigente de acuerdo al marco legal correspondiente, bajo 
responsabilidad.

38.8 Incurre en responsabilidad administrativa el 
funcionario que:

(…) 
Asimismo, incurre en responsabilidad administrativa 

el Alcalde y el gerente municipal, o quienes hagan sus 
veces, cuando transcurrido el plazo de cuarenta y 
cinco (45) días hábiles luego de recibida la solicitud de 
ratificación de la municipalidad distrital, no haya cumplido 
con atender la solicitud de ratificación de las tasas por 
derechos de tramitación a las que se refiere el artículo 40 
de la Ley 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, salvo 
las tasas por arbitrios en cuyo caso el plazo es de sesenta 
(60) días hábiles.

(…)

“Artículo 44. Derecho de tramitación

(…) 
44.2 Son condiciones para la procedencia de este 

cobro que los derechos de tramitación hayan sido 
determinados conforme a la metodología vigente, y 
que estén consignados en su vigente Texto Único de 
Procedimientos Administrativos. Para el caso de las 
entidades del Poder Ejecutivo se debe contar, además, 
con el refrendo del Ministerio de Economía y Finanzas.

(…)”

“Artículo 45.- Límite de los derechos de tramitación

45.1 El monto del derecho de tramitación es 
determinado en función al importe del costo que su 
ejecución genera para la entidad por el servicio prestado 
durante toda su tramitación y, en su caso, por el costo real 
de producción de documentos que expida la entidad. Su 
monto es sustentado por el servidor a cargo de la oficina 
de administración de cada entidad.

Para que el costo sea superior a una (1) UIT, se 
requiere autorización del Ministerio de Economía y 
Finanzas conforme a los lineamientos para la elaboración 
y aprobación del Texto Único de Procedimientos 
Administrativos aprobados por Resolución de Secretaria 
de Gestión Pública. Dicha autorización no es aplicable 
en los casos en que la Presidencia del Consejo de 
Ministros haya aprobado derechos de tramitación para los 
procedimientos estandarizados.

(…)”

“Artículo 48.- Cumplimiento de las normas del 
presente capítulo 

(…)

48.2 La Presidencia del Consejo de Ministros tiene las 
siguientes competencias:

1. Dictar Directivas, metodologías y lineamientos 
técnico normativos en las materias de su competencia, 
incluyendo aquellas referidas a la creación de 
procedimientos administrativos y servicios prestados en 
exclusividad. 

2. Emitir opinión vinculante sobre el alcance 
e interpretación de las normas de simplificación 
administrativa incluyendo la presente Ley. En el caso de 
los Texto Único de Procedimientos Administrativos de los 
Ministerios y Organismos Públicos, emitir opinión previa 
favorable a su aprobación.

3. Asesorar a las entidades en materia de simplificación 
administrativa y evaluar de manera permanente los 
procesos de simplificación administrativa al interior de las 
entidades, para lo cual podrá solicitar toda la información 
que requiera de éstas.

4. Supervisar y velar el cumplimiento de las normas de 
la presente Ley, salvo lo relativo a la determinación de los 
derechos de tramitación.

5. Supervisar que las entidades cumplan con aprobar 
sus Texto Único de Procedimientos Administrativos 
conforme a la normativa aplicable.

6. Realizar las gestiones del caso conducentes a 
hacer efectiva la responsabilidad de los funcionarios por 
el incumplimiento de las normas del presente Capítulo, 
para lo cual cuenta con legitimidad para accionar ante las 
diversas entidades de la administración pública.

7. Establecer los mecanismos para la recepción 
de quejas y otros mecanismos de participación de la 
ciudadanía. Cuando dichas quejas se refieran a asuntos 
de la competencia de la Comisión de Eliminación de 
Barreras Burocráticas, se inhibirá de conocerlas y las 
remitirá directamente a ésta.

8. Detectar los incumplimientos a las normas de la 
presente Ley y ordenar las modificaciones normativas 
pertinentes, otorgando a las entidades un plazo perentorio 
para la subsanación.

9. En caso de no producirse la subsanación, la 
Presidencia del Consejo de Ministros entrega un informe 
a la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del 
INDECOPI, a fin de que inicie de oficio un procedimiento 
de eliminación de barreras burocráticas, sin perjuicio de la 
aplicación de lo previsto en el artículo 239.

Asimismo, la Comisión de Eliminación de Barreras 
Burocráticas del INDECOPI tiene la competencia de 
fiscalizar:

a. Que las entidades cumplan con aplicar los 
procedimientos estandarizados e incorporarlos en sus 
Textos Únicos de Procedimientos Administrativos.

b. Que las entidades cumplan con las normas de 
simplificación administrativa en la tramitación de sus 
procedimientos administrativos y servicios prestados en 
exclusividad.

10. Solicitar a la Secretaría Técnica de la Comisión 
de Barreras Burocráticas el inicio de un procedimiento de 
oficio en materia de eliminación de barreras burocráticas 
contenidas en disposiciones administrativas que regulen 
el ejercicio de actividades económicas significativas para 
el desarrollo del país.

11. Otras previstas en la presente Ley y las que 
señalen los dispositivos legales correspondientes.”

“Artículo 49.- Régimen de entidades sin Texto 
Único de Procedimientos Administrativos vigente

49.1 Cuando la entidad no cumpla con publicar su 
Texto Único de Procedimientos Administrativos, o lo 
publique omitiendo procedimientos, los administrados, 
sin perjuicio de hacer efectiva la responsabilidad de la 
autoridad infractora, quedan sujetos al siguiente régimen:

1. Respecto de los procedimientos administrativos que 
corresponde ser aprobados automáticamente o que se 
encuentran sujetos a silencio administrativo positivo, los 
administrados quedan liberados de la exigencia de iniciar 
ese procedimiento para obtener la autorización previa, 
para realizar su actividad profesional, social, económica o 
laboral, sin ser pasibles de sanciones por el libre desarrollo 
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de tales actividades. La suspensión de esta prerrogativa 
de la autoridad concluye a partir del día siguiente de la 
publicación del TUPA, sin efecto retroactivo. 

Los procedimientos administrativos sujetos a silencio 
administrativo negativo siguen el régimen previsto en 
la norma de creación o modificación del respectivo 
procedimiento administrativo. 

(…)”

“Artículo 49-A.- Tercerización de actividades
Todas las actividades vinculadas a las funciones 

de fiscalización, los procedimientos administrativos y 
servicios prestados en exclusividad distintas a la emisión 
de los actos administrativos o cualquier resolución 
pueden tercerizarse salvo disposición distinta de la ley. 
Mediante Decreto Supremo refrendado por la Presidencia 
del Consejo de Ministros se establecen las disposiciones 
necesarias para la aplicación de esta modalidad.

“Artículo 202.- Nulidad de oficio 

(…)
202.3. La facultad para declarar la nulidad de oficio 

de los actos administrativos prescribe en el plazo de 
dos (2) años, contado a partir de la fecha en que hayan 
quedado consentidos, o contado a partir de la notificación 
a la autoridad administrativa de la sentencia penal 
condenatoria firme, en lo referido a la nulidad de los actos 
previstos en el numeral 4 del artículo 10. 

(…)
202.5. Los actos administrativos emitidos por consejos 

o tribunales regidos por leyes especiales, competentes para 
resolver controversias en última instancia administrativa, 
sólo pueden ser objeto de declaración de nulidad de oficio 
en sede administrativa por el propio consejo o tribunal con 
el acuerdo unánime de sus miembros. Esta atribución sólo 
puede ejercerse dentro del plazo de dos (2) años contados 
desde la fecha en que el acto haya quedado consentido. 
También procede que el titular de la Entidad demande su 
nulidad en la vía de proceso contencioso administrativo, 
siempre que la demanda se interponga dentro de los tres 
años siguientes de notificada la resolución emitida por el 
consejo o tribunal”.

“Artículo 233-A. Prescripción de la exigibilidad de 
las multas impuestas

(…) 
2. El cómputo del plazo de prescripción se suspende 

en los siguientes supuestos:

a) Con la iniciación del procedimiento de ejecución 
forzosa, conforme a los mecanismos contemplados en 
el artículo 196, según corresponda. Dicho cómputo debe 
reanudarse inmediatamente en caso que se configure 
alguno de los supuestos de suspensión del procedimiento 
de ejecución forzosa que contemple el ordenamiento 
vigente y/o se produzca cualquier causal que determine 
la paralización del procedimiento por más de veinticinco 
(25) días hábiles. 

b) Con la presentación de la demanda de revisión 
judicial del procedimiento de ejecución forzosa o cualquier 
otra disposición judicial que suspenda la ejecución forzosa, 
conforme al ordenamiento vigente. La suspensión del 
cómputo opera hasta la notificación de la resolución que 
declara concluido el proceso con calidad de cosa juzgada 
en forma desfavorable al administrado.

(…)
 
“Artículo 237-A. Caducidad administrativa del 

procedimiento sancionador

1. El plazo para resolver los procedimientos 
sancionadores iniciados de oficio es de nueve (9) meses 
contado desde la fecha de notificación de la imputación 
de cargos. Este plazo puede ser ampliado de manera 
excepcional, como máximo por tres (3) meses, debiendo 
el órgano competente emitir una resolución debidamente 
sustentada, justificando la ampliación del plazo, previo a 
su vencimiento. La caducidad administrativa no aplica al 
procedimiento recursivo.

Cuando conforme a ley las entidades cuenten con 
un plazo mayor para resolver la caducidad operará al 
vencimiento de este.

2. Transcurrido el plazo máximo para resolver, sin 
que se notifique la resolución respectiva, se entiende 
automáticamente caducado administrativamente el 
procedimiento y se procederá a su archivo.

3. La caducidad administrativa es declarada de oficio 
por el órgano competente. El administrado se encuentra 
facultado para solicitar la caducidad administrativa del 
procedimiento en caso el órgano competente no la haya 
declarado de oficio.

4. En el supuesto que la infracción no hubiera prescrito, 
el órgano competente evaluará el inicio de un nuevo 
procedimiento sancionador. El procedimiento caducado 
administrativamente no interrumpe la prescripción. 

5. La declaración de la caducidad administrativa no deja 
sin efecto las actuaciones de fiscalización, así como los 
medios probatorios que no puedan o no resulte necesario 
ser actuados nuevamente. Asimismo, las medidas 
preventivas, correctivas y cautelares dictadas se mantienen 
vigentes durante el plazo de tres (3) meses adicionales 
en tanto se disponga el inicio del nuevo procedimiento 
sancionador, luego de lo cual caducan, pudiéndose 
disponer nuevas medidas de la misma naturaleza en caso 
se inicie el procedimiento sancionador.”

Artículo 3. Incorporación del numeral 23.3 al 
artículo 23, el artículo 29-B, el artículo 39-A y el 
numeral 125.6 al artículo 125 de la Ley Nº 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General 

Incorpórense el numeral 23.3 al artículo 23, el artículo 
29-B, el artículo 39-A y el numeral 125.6 al artículo 125 
de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, en los términos siguientes

“Artículo 23.- Régimen de publicación de actos 
administrativos

(…)
23.3. Excepcionalmente, se puede realizar la 

publicación de un acto siempre que contenga los 
elementos de identificación del acto administrativo y la 
sumilla de la parte resolutiva y que se direccione al Portal 
Institucional de la autoridad donde se publica el acto 
administrativo en forma íntegra, surtiendo efectos en un 
plazo de 5 días contados desde la publicación. Asimismo, 
la administración pública, en caso sea solicitada por 
el administrado destinatario del acto, está obligada a 
entregar copia de dicho acto administrativo. La primera 
copia del acto administrativo es gratuita y debe ser 
emitida y entregada en el mismo día que es solicitada, 
y por razones excepcionales debidamente justificadas, 
en el siguiente día hábil. Mediante Decreto Supremo del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos se establecen 
los lineamentos para la publicación de este tipo de actos”. 

 
“Artículo 29-B.- Expediente Electrónico

29-B.1 El expediente electrónico está constituido 
por el conjunto de documentos electrónicos generados 
a partir de la iniciación del procedimiento administrativo 
o servicio prestado en exclusividad en una determinada 
entidad de la Administración Pública. 

29-B.2 El expediente electrónico debe tener un 
número de identificación único e inalterable que permita su 
identificación unívoca dentro de la entidad que lo origine. 
Dicho número permite, a su vez, su identificación para 
efectos de un intercambio de información entre entidades 
o por partes interesadas, así como para la obtención de 
copias del mismo en caso corresponda.

29-B.3 Cada documento electrónico incorporado 
en el expediente electrónico debe ser numerado 
correlativamente, de modo que se origine un índice digital 
el cual es firmado electrónicamente conforme a ley por el 
personal responsable de la entidad de la Administración 
Pública a fin de garantizar la integridad y su recuperación 
siempre que sea preciso.”

“Artículo 39-A.- Enfoque intercultural
Las autoridades administrativas deben actuar 

aplicando un enfoque intercultural, coadyuvando a la 
generación de un servicio con pertinencia cultural, lo 
que implica la adaptación de los procesos que sean 
necesarios en función a las características geográficas, 
ambientales, socioeconómicas, lingüísticas y culturales 
de los administrados a quienes se destina dicho servicio.” 
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“Artículo 125.- Observaciones a documentación 
presentada

(…)
125.6 En caso de procedimientos administrativos 

que se inicien a través de medio electrónico, que no 
acompañen los recaudos correspondientes o adolezcan 
de otro defecto u omisión formal previstos en el TUPA 
que no puedan ser subsanados de oficio, la autoridad 
competente requiere la subsanación por el mismo medio, 
en un solo acto y por única vez en el plazo máximo de dos 
(2) días hábiles. 

Corresponde al administrado presentar la información 
para subsanar el defecto u omisión en un plazo máximo 
de dos (2) días hábiles siguientes de efectuado el 
requerimiento de la autoridad competente. Mientras esté 
pendiente dicha subsanación son aplicables las reglas 
establecidas en los numerales 125.3.1 y 125.3.2. De 
no subsanarse oportunamente lo requerido resulta de 
aplicación lo dispuesto en el numeral 125.4.”

Artículo 4. Refrendo
El presente Decreto Legislativo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Justicia y Derechos Humanos. 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Aprobación de Textos Únicos Ordenados
Las entidades del Poder Ejecutivo se encuentran 

facultadas a compilar en el respectivo Texto Único 
Ordenado las modificaciones efectuadas a disposiciones 
legales o reglamentarias de alcance general 
correspondientes al sector al que pertenecen con la 
finalidad de compilar toda la normativa en un solo texto.

Su aprobación se produce mediante decreto supremo 
del sector correspondiente, debiendo contar con la opinión 
previa favorable del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos.

Segunda.- Elaboración de Guía para la elaboración 
de proyectos de normas reglamentarias

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en 
un plazo no mayor a 120 (ciento veinte) días hábiles 
de publicado el presente Decreto Legislativo, emite 
una Guía para la elaboración de proyectos de normas 
reglamentarias, de obligatorio cumplimiento para todas 
las entidades de la Administración Pública.

Tercera.- Adecuación del Texto Único Ordenado de 
la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en un 
plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles de publicado el 
presente Decreto Legislativo, incorpora las modificaciones 
contenidas en la presente norma al Texto Único Ordenado 
de la Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado por Decreto Supremo N° 006-2017-JUS.

Cuarta.- Fundamentación del silencio 
administrativo negativo

La obligación de fundamentar en una disposición 
sustantiva la calificación del silencio administrativo 
negativo en un procedimiento administrativo prevista en el 
numeral 34.1 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, resulta aplicable para las 
regulaciones que se aprueben a partir de la entrada en 
vigencia del presente Decreto Legislativo.

Quinta. - Proceso de transito
Al 31 de diciembre del 2018 culmina la transferencia 

de la Presidencia del Consejo de Ministros a la entidad 
competente, del acervo documentario e instrumentos 
relacionados a la Metodología para la determinación 
de los derechos de tramitación de los procedimientos 
administrativos y servicios prestados en exclusividad.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA 
TRANSITORIA

Única.- Casillas electrónicas o sistemas informáticos 
existentes o en proceso de implementación

Lo dispuesto para la notificación en casillas electrónicas 
o sistemas informáticos existentes o en proceso de 

implementación a la fecha de entrada en vigencia del 
presente decreto legislativo continúan operando, y 
en lo que resulte compatible a su funcionamiento, se 
adecuan a lo dispuesto por el Decreto Supremo de la 
Presidencia del Consejo de Ministros que apruebe los 
criterios, condiciones, mecanismos y plazos para la 
implementación gradual en las entidades públicas de la 
casilla única electrónica.

Asimismo, lo previsto en el quinto párrafo del 
numeral 20.4 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, no resulta aplicable para las 
casillas electrónicas cuya obligatoriedad fue establecida 
con anterioridad al presente decreto legislativo.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA 
MODIFICATORIA

Única.- Modifíquese la Primera Disposición 
Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1272, 
Decreto Legislativo que modifica la Ley Nº 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General y deroga la Ley 
Nº 29060, Ley del Silencio Administrativo en los términos 
siguientes:

“Primera.- Las ordenanzas expedidas por las 
Municipalidades Distritales que aprueban el monto de los 
derechos de tramitación de los procedimientos contenidos 
en su Texto Único de Procedimientos Administrativos 
que deben ser materia de ratificación por parte de las 
Municipalidades Provinciales de su circunscripción según 
lo establecido en el artículo 40 de la Ley Nº 27972- Ley 
Orgánica de Municipalidades, deben ser ratificadas en un 
plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, salvo 
las tasas por arbitrios en cuyo caso el plazo es de sesenta 
(60) días hábiles.

(…)”

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
DEROGATORIAS

Única.- Derogación de la Tercera Disposición 
Complementaria Final de la Ley Nº 27444

A partir de la vigencia de la presente Ley, quedan 
derogada expresamente la Tercera Disposición 
Complementaria Final de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General.

POR TANTO:

Mando que se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los quince 
días del mes de setiembre del año dos mil dieciocho.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

CÉSAR VILLANUEVA ARÉVALO
Presidente del Consejo de Ministros

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1692078-27

DECRETO LEGISLATIVO
Nº 1453

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO 
 
Que, mediante la Ley N° 30823 se ha delegado en 

el Poder Ejecutivo la Facultad de legislar en materia de 
gestión económica y competitividad, de integridad y 
lucha contra la corrupción, de prevención y protección de 
personas en situación de violencia y vulnerabilidad y de 
modernización de la gestión del Estado, por el término de 
sesenta (60) días calendario; 

Que, en este sentido, el literal a) del inciso 3 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la 


